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Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por 

Jhon James Carvajal Fernández contra el Ministerio de Transporte, a la que 

fue vinculada la Secretaría de Tránsito y Transporte de Dosquebradas. 

    

 

ANTECEDENTES 

 

 

       Por conducto de apoderado judicial, John James 

Carvajal Fernández promovió esta acción de tutela contra el Ministerio de 

Transporte (Direccion General de Transporte y Tránsito Terrestre Automotor), 

con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales de hábeas 

data, locomoción, trabajo y sus derechos adquiridos y, en consecuencia, 

que se ordene al ente demandado que registre o radique en el sistema 

que tiene en su página web, la licencia de conducción recategorizada 

número 2004621 de categoría 5, expedida el 2 de noviembre de 1995 por 

Tránsito de Dosquebradas y se le expida certificación de tal acto para 

poder, por medio del servicio en línea (www.mintransporte.gov.co), 

verificar que efectivamente se encuentra el registro de la referida licencia 
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desde la fecha en que le fue expedida y con la anotación de la palabra 

“recategorizada” en la casilla que hace relación a “trámite”. 

 

      Expuso para ello que tramitó por primera vez la 

licencia de conducción ante el Instituto Departamental de Tránsito y 

Transporte de Risaralda, de categoría 9ª; luego solicitó el proceso de 

recategorización para manejar vehículos de servicio público y se le expidió 

en el año 1995 la licencia de tránsito número 2004621 con categoría 5; la 

Oficina de Tránsito del municipio de Dosquebradas envió al INTRA una 

relación de 40 licencias de conducción como aprobadas, en la que figura 

la suya, pero verificando el registro de la página web del Ministerio de 

Transporte, se omitió tal acto por parte de esta entidad; han transcurrido 

más de catorce años desde que la oficina de Tránsito de Dosquebradas le 

remitió la relación al INTRA –Ministerio de Transporte-, sin que haya 

efectuado pronunciamiento alguno. 

 

     Continuó relatando que la oficina de tránsito le 

expidió una certificación sobre su licencia de quinta categoría y le indicó 

que la misma aparecería en la referida página cuando el Ministerio “abra 

los medios pertinentes para el cargue de la misma”; que está de paso por 

la ciudad, pues actualmente reside en Europa y la omisión que alega de 

parte del demandado, le ha ocasionado dificultades para poder ejercer la 

actividad de conducción de vehículos pesados y de servicio público en el 

país de España, actividad de la que genera sus ingresos; el hecho de que 

no figure registrada la licencia (expedida el 2 de noviembre de 1995, de 

categoría 5) en la respectiva página web, le representa solicitar una nueva 

en dicho país bajo altos costos de dinero, sin contar con el lleno de 

requisitos que allí se exigen; entre Colombia y España existe un Acuerdo 

del 30 de julio de 2003 que estableció el canje del permiso de conducción, 

pero en el que se indicó que los permisos obtenidos con fecha posterior a 
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esa fecha “no se canjean”, es decir, no son susceptibles de homologación 

en España.  

 

     Finalizó reiterando que para que opere el citado 

canje, es necesario que le aparezcan registrados todos los datos 

concernientes a la expedición de su licencia de conducción número 

20004621 con categoría 5 del 2 de noviembre de 2005 en la página del 

Ministerio de Transporte, con la anotación de recategorizada y que, 

además, deberá figurar entre las anotaciones del 28/02/1987 y el 

14/11/2002 . 

 

       El 19 de febrero pasado se ordenó darle trámite a 

la acción y que se le comunicara al Ministro respectivo, para que en el 

término de dos días se pronunciara, lo que hizo por conducto de la 

Coordinadora del Grupo Operativo en Tránsito Terrestre, Acuático y Férreo, 

quien esgrimió en su defensa que, con fundamento en la Ley 769 de 2002 

delegaron entre los organismos de tránsito clase “A”, la función de 

“adquirir, elaborar, expedir y controlar las especies venales, entre ellas la 

placa única nacional, la licencia de tránsito y la licencia de conducción”; 

siendo entonces, el organismo de tránsito, la autoridad competente para 

reportar la información; que el Ministerio sólo administra una base de datos 

que es alimentada por dichos organismos y, por tanto, es la Secretaría de 

Tránsito y Transporte de Dosquebradas, la que debe ingresar 

correctamente la información en el sistema HQ-RUNT, para luego ser 

procesada y cargarla en la página del RUNT (Registro Único Nacional de 

Tránsito); por consiguiente solicitó denegar la tutela, al margen de la critica 

que hace frente a la falta de claridad de los hechos en que se sustenta.  

 

     Frente a esta respuesta, dispuso la Sala vincular a 

la solicitud, a la mencionada Secretaría. Contestó la apoderada judicial 
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del Municipio de Dosquebradas y ratificó lo narrado en la petición de 

amparo; además, indicó que esa dependencia remitió el reporte de 40 

licencias de conducción, en el que se halla incluida la del accionante, por 

lo que actuaron con diligencia, ya que el encargado de registrar las 

mismas en la página web es el Ministerio, acorde con la Circular 6 del 30 

de septiembre de 2009, de lo cual se dio cuenta al señor Carvajal 

Fernández, manifestándosele que su licencia debió ser incluida en la 

página web del Ministerio durante los años 2002 y 2003; agregó que en la 

actualidad el canal de envíos se encuentra inhabilitado y solicitó que se 

desvincule al Municipio de esta demanda, porque el organismo 

competente es el Ministerio de Transporte. 

 

Ahora es oportuno resolver, y para ello se tendrán 

en cuenta estas: 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Por sabido se tiene que desde 1991 impera en 

nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo 

constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a 

toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus 

derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o 

vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.  

 

En este caso, aunque el demandante no lo 

menciona expresamente, es claro que está de por medio el derecho de 

petición, unido al de hábeas data. En efecto, lo que muestra la foliatura es 

que Jhon James Carvajal Fernández le pidió a la Secretaría de Tránsito y 
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Movilidad de Dosquebradas, que actualizara sus datos en el RUNT respecto 

de su licencia de conducción y se le respondió con el oficio que reposa a 

folio 42. Pero, como se verá, con ello no se satisface ese fundamental 

derecho.  

 

En múltiples oportunidades la Corte Constitucional 

ha dejado sentado el alcance del mismo; incluso en un asunto de corte 

parecido al presente 1, recordó que su “núcleo esencial … reside en la 

resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la 

posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí 

el sentido de lo decidido” y que la respuesta “…debe cumplir con estos 

requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de 

manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una 

vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. 

 

También en esa providencia recordó los alcances 

del derecho al hábeas data consagrado en el artículo 15 de la C.N., cuyo  

“…núcleo esencial está integrado por el derecho a la autodeterminación 

informática en general, y por la libertad económica en particular. Con su 

consagración expresa como derecho fundamental, se quiso de una parte, 

contrarrestar los peligros del desarrollo de la informática que, junto con la 

electrónica y las telecomunicaciones, hace posible la difusión ilimitada de 

datos de la persona y además, que la información contenida en las bases 

fuere respetuosa de la libertad y demás garantías consagradas en la 

Constitución…” . Y agregó que “…los elementos del derecho de habeas 

data, según el mismo artículo 15 de la Constitución Política se precisan en 

el derecho a: (i) conocer las informaciones que a ella se refieren; (ii) 

actualizar tales informaciones, es decir, a ponerlas al día, agregándoles los 

                                                        
1 Sentencia T-361 d1 2009 
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hechos nuevos; y (iii) rectificar las informaciones que no correspondan a la 

verdad 2… Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha establecido 

que el derecho de habeas data garantiza la inclusión de datos, se trate de 

bases de datos de la administración o particulares, cuando de dicha 

inclusión dependa el goce de otros derechos, sean éstos fundamentales o 

no; en otras palabras, esta posibilidad es reconocida como protección 

para aquellas situaciones en que la omisión injustificada en la inclusión de 

la información sobre una persona le impide realizar actividades a las que 

tiene derecho… En este sentido se ha hecho referencia al “habeas data 

aditivo”, para garantizar que el proceso de inclusión de datos de las 

personas interesadas se haga de forma diligente y sin obstáculos que, en 

cuanto impiden el goce de derechos, resultan ilegítimos en el sistema 

jurídico.”  

 

Conceptos que traídos al caso de ahora permiten 

decir que aceptado como está por la Secretaría de Tránsito y Movilidad de 

Dosquebradas que el señor Carvajal Fernández le solicitó a finales del año 

pasado la actualización de sus datos en el RUNT, y que a ello se le 

respondió el 9 de diciembre de 2009, esto es, con la certificación que 

reposa a folio 4, esa respuesta no cumple los fines del derecho de petición 

y al ejercicio del derecho al hábeas data.  

 

Allí simplemente se hizo constar que le fue 

expedida la licencia de 5ª categoría el 2 de noviembre de 1995, y que de 

esa circunstancia se enteró al Ministerio donde aparecerá en su página 

web cuando se abran los medios para el cargue de la misma, pero se 

pasó por alto que la obligación de actualizar los datos históricos de las 

licencias de conducción recae en las dependencias de tránsito 

territoriales.  
                                                        
2 Ver sentencia SU-082 de 1995, reiterada entre otras en la Sentencia T-204 de 2006. 
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Para comenzar, el Registro Único Nacional de 

Tránsito fue creado por la Ley 769 de 2002, actual Código Nacional de 

Tránsito Terrestre, en sus artículos 8 y 9, que incluye el registro nacional de 

conductores y de licencias de tránsito, a la vez que el artículo 10° de la Ley 

1005 de 2006 estableció como responsabilidad de los organismos de 

tránsito la inscripción de las licencias de conducción a cargo del 

organismo de tránsito que las expida.  

 

En esa dirección fueron expedidas varias 

resoluciones que, volviendo a la sentencia T-361 de 2009, la Corte 

compendió de esta manera:  

  

5.2. Para el reporte de las licencias de conducción 
denominadas “históricas”, por haber sido expedidas con anterioridad al año 
2003, como el caso del accionante, de conformidad con la información 
suministrada por el Ministerio de Transporte en el escrito de defensa dentro de 
la acción de tutela3, se estipuló el siguiente procedimiento y se fijaron los 
siguientes plazos: 

- En el año 2002, el Ministerio de Transporte dio inicio a 
un proceso dirigido a la actualización y depuración de la base de datos 
contenida en el Registro Nacional de Conductores, para lo cual remitió a los 
Organismos de Tránsito del país, la Circular No.7000-36088 del 27 de diciembre 
de 2002, en la que se especificaba el canal por donde debían remitir la 
información y la manera como debían reportarla, a través de la denominada 
carpeta “Históricos”.  

- Mediante la Resolución No.4300 de 2003, el Ministerio 
de Transporte estableció como fecha límite el 31 de agosto de 2003, para que 
los Organismos de Tránsito remitieran la información “histórica” de las licencias 
de conducción. Este plazo fue ampliado, primero hasta mediados de septiembre 
de 2004 y posteriormente hasta el 31 de julio de 2006, con la resolución No.718 
del 24 de febrero de 2006, que fijó el procedimiento para efectuar el reporte al 
Ministerio de Transporte de las licencias de conducción “históricas” para la 
inscripción en el Registro Nacional de Conductores.          

En el Parágrafo del artículo primero de la mencionada 
Resolución, se definió por información histórica de las licencias de conducción, 

                                                        
3 Ver folios 37 y 38 del expediente. 
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“los datos correspondientes a las licencias de conducción expedidas por los 
Organismos de Tránsito del país durante el periodo comprendido entre el 1° de 
agosto de 1998 y el 31 de diciembre de 2002.” 

En el artículo tercero de la citada Resolución, se autorizó 
a los Organismos de Tránsito para: “solicitar la lectura de información de 
licencias de conducción expedidas con anterioridad al 1° de agosto de 1998, 
siempre y cuando acompañen copia de los actos administrativos u oficios que 
prueben la asignación de cada una de las series de licencias de conducción que 
solicita reportar.”   

Este procedimiento, de conformidad con la información 
suministrada por el mismo Ministerio en escrito de respuesta al requerimiento de 
la Corte dentro del presente trámite de Revisión, fue derogado por la Resolución 
No.2757 del 10 de julio de 2008, que adoptó el Sistema de Información para la 
Depuración y Migración –SINDEM-, con el cual se le permite al Organismo de 
Tránsito corregir, incorporar e inactivar la información de los registros cuando 
encuentre inconsistencias. A través de este Sistema, los Organismos de 
Tránsito “en cualquier momento”4 pueden reportar las licencias de conducción 
que ellos mismos expidan, siempre que cumplan con los demás requisitos 
establecidos y los requerimientos exigidos en el manual de usuario, que allí se 
incorporó. 

Así entonces, a partir de la expedición de la mencionada 
norma, la responsabilidad de la depuración, cargue diario y migración de la 
información al Registro Nacional de Conductores, así como la veracidad y 
calidad de la misma recae exclusivamente sobre el propio Organismo de 
Tránsito, por tanto, el Ministerio de Transporte ha quedado por fuera de toda 
actividad relacionada con la lectura y cargue de la información reportada por los 
Organismos de Tránsito como se hacía en vigencia de la Resolución No.718 de 
2006.”    

 

Ciertamente, en la Resolución 002757 de 2008, 

luego de adoptar el Sistema de Información para la Depuración y 

Migración -SINDEM-, quedó establecido en el artículo segundo que a partir 

de su expedición cada organismo de tránsito iniciará el proceso de 

depuración de la información contenida en la base de datos del Ministerio 

de Transporte, utilizando aquél sistema, y confrontando con su propia base 

de datos y con los soportes documentales que dieron origen a la 

expedición de la licencia o registro; además, que depurada la 

información, el organismo de tránsito deberá reportarla en el siguiente 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
                      
           
             SALA CIVIL FAMILIA 
                      PEREIRA – RISARALDA 

 

 9 

orden: expedición, recategorización, duplicado, cambio de documento, 

recategorización y cambio de documento y refrendación.   

 

Como se evidencia de este derrotero, la 

obligación de cargar la información relacionada con los conductores y sus 

licencias recae, hoy por hoy, en los organismos de tránsito territoriales, en 

este caso, en la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas.  

 

En esa medida, ni la certificación que le expidió al 

demandante en el mes de diciembre de 2009, ni el oficio que le había 

remitido el 4 de noviembre del mismo año (f. 42), se ajustan a las exigencias 

de la respuesta que debe darse a una petición elevada por un particular. 

Y no las satisfacen, porque si la responsabilidad de actualizar los datos del 

demandante es de la Secretaría, no es admisible que la traslade al 

Ministerio de Transporte, porque con ello la respuesta deja de ser clara, 

concreta y de fondo sobre la reclamación que el ciudadano le hace.  

 

Como consecuencia de esa omisión, queda en 

entredicho también el derecho al hábeas data, en su modalidad de 

aditivo que se mencionó, porque no se han incluido en el RUNT todos los 

datos que corresponden al accionante, particularmente, la gestión 

realizada por él en el año 1995, relacionada con la recategorización de su 

licencia de conducción.  

 

Así las cosas, el amparo tiene que salir avante para 

ordenarle a la aludida secretaría que proceda dentro de las cuarenta y 

ocho horas siguientes a la notificación de este fallo a realizar el reporte al 

Registro Nacional de Conductores del Ministerio de Transporte, de la 

recategorización de su licencia de 5ª categoría, expedida en el año 1995.  
                                                                                                                                                                         
4 Fl.1215  del cuaderno de pruebas. 
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Se negará el amparo frente al señalado Ministerio.  

 

 

DECISIÓN 
 

 

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil 

Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONCEDE la 

protección invocada por el señor Jhon James Carvajal Fernández contra 

la Secretaría de Tránsito y Movilidad del Municipio de Dosquebradas.  

 

En consecuencia, se le ordena al director de esa 

dependencia que proceda dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 

a la notificación de este fallo a realizar el reporte al Registro Nacional de 

Conductores del Ministerio de Transporte, de la recategorización de su 

licencia de 5ª categoría, expedida en el año 1995.  

 

Se niega el amparo frente al Ministerio de 

Transporte.   

 

Notifíquese a las partes por el medio más expedito 

la decisión aquí tomada. 

 

En caso de que no sea impugnada, 

oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión. 

 

Los Magistrados, 
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      JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO  

 

 

 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

Con permiso  


